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122/000068	 Proposición de Ley Orgánica para el impulso de la 
aplicación de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, 
de garantía integral de la libertad sexual, y la plena 
protección de las víctimas de violencias sexuales.

Presentada por el Grupo Parlamentario Mixto

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, ha adoptado el acuerdo que se 
indica respecto del asunto de referencia.

(122) Proposición de ley de Grupos Parlamentarios del Congreso.

Autor: Grupo Parlamentario Mixto

Proposición de Ley Orgánica para el impulso de la aplicación de la Ley Orgánica 10/2022, 
de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual, y la plena protección de las 
víctimas de violencias sexuales.

Acuerdo:

Admitir a trámite, trasladar al Gobierno a los efectos del artículo 126 del Reglamento, 
publicar en el Boletín Oficial de las Cortes Generales y notificar al autor de la iniciativa.

En ejecución de dicho acuerdo se ordena la publicación de conformidad con el 
artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 12 de marzo de 2024.—P.D. El Secretario 
General del Congreso de los Diputados, Fernando Galindo Elola-Olaso.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto presenta, con la firma de su Portavoz Adjunta, lone 
Belarra Urteaga, integrante de Podemos, al amparo de lo dispuesto en el artículo 193 y 
siguientes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, la presente Proposición 
de Ley Orgánica para el impulso de la aplicación de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de 
septiembre, de garantía integral de la libertad sexual, y la plena protección de las víctimas 
de violencias sexuales para su tramitación ante el Pleno del Congreso.

Palacio del Congreso de los Diputados, 8 de marzo de 2024.—Ione Belarra Urteaga, 
Portavoz adjunta del Grupo Parlamentario Mixto.
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PROPOSICIÓN DE LEY ORGÁNICA PARA EL IMPULSO DE LA APLICACIÓN DE LA LEY 
ORGÁNICA 10/2022, DE 6 DE SEPTIEMBRE, DE GARANTÍA INTEGRAL DE LA LIBERTAD 

SEXUAL, Y LA PLENA PROTECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIAS SEXUALES

Exposición de Motivos

I

La Ley Orgánica 10/2002, de 6 de septiembre, de Garantía Integral de Libertad Sexual 
(en adelante, Ley Orgánica 10/2022), en el marco de una propuesta integral de prevención, 
protección, persecución y reparación de las violencias sexuales, ha dado una nueva 
regulación a los delitos contra la libertad sexual, centrada en el consentimiento libre, 
superando la vieja estructuración en función de los medios comisivos —violencia e 
intimidación—. Se introduce un nuevo modelo que establece que existe agresión sexual 
cuando se realiza cualquier acto que atente contra la libertad sexual de otra persona sin 
su consentimiento, puntualizándose que «Sólo se entenderá que hay consentimiento 
cuando se haya manifestado libremente mediante actos que, en atención a las 
circunstancias del caso, expresen de manera clara la voluntad de la persona» 
(artículo 178.1 CP). Además, se introduce una presunción ex lege «se consideran en todo 
caso agresión sexual los actos de contenido sexual que se realicen empleando violencia, 
intimidación o abuso de una situación de superioridad o de vulnerabilidad de la víctima, así 
como los que se ejecuten sobre personas que se hallen privadas de sentido o de cuya 
situación mental se abusare y los que se realicen cuando la víctima tenga anulada por 
cualquier causa su voluntad» (artículo 178.2 CP).

Este modelo sufrió una fuerte reacción política, mediática y judicial, similar a la que 
experimentó hace veinte años la LO 1/2004 de 28 de diciembre de protección integral 
contra la violencia de género (en adelante LO 1/2004), y también un retroceso parcial con 
la reforma operada por la LO 4/2023 que reintrodujo el viejo esquema de la violencia e 
intimidación en el corazón de la normativa penal, pese al riesgo acreditado de 
generalización de la aplicación judicial de las penas mínimas a hechos graves en los casos 
de delitos contra la libertad sexual. Por ello es aún más trascendental impulsar la 
implementación de la protección integral regulada en el texto normativo, pero dependiente 
de actuaciones de diversas instituciones con competencias en la materia, así como 
garantizar, en la línea de la medida n° 107 del pacto de Estado contra la Violencia de 
Género suscrito por todas las fuerzas políticas parlamentarias en 2017, que se garantice 
que la reparación del daño sea también integral, conforme a lo previsto en el artículo 52 de 
la Ley Orgánica 10/2022, que a su vez modificó en idéntico sentido la LO 1/2004.

En consecuencia, la propuesta de reforma penal se limita al siguiente precepto:

Se modifica el artículo 21.5 del Código Penal pues no se puede entender reparado ni 
disminuido el daño en casos de violencias machistas, como la violencia de género, la 
vicaria o la violencia sexual, tal y como se definen y se incluyen en la Ley Orgánica 1/2004, 
de 28 de diciembre, contra la violencia de género y en la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de 
septiembre de garantía integral de la libertad sexual, con el ofrecimiento o pago de una 
indemnización económica, sino atendiendo a todos los conceptos incluidos en los 
artículo 28 Ter 2) de la Ley Orgánica 1/2004 y 53.2 de la Ley Orgánica 10/2022. Con esta 
modificación normativa se da cumplimiento a la Medida 107 del Pacto de Estado contra la 
Violencia de Género cuyo literal instaba a: «Suprimir la atenuante de reparación del daño 
en los casos de violencia de género.»

II

Aparte de las normas estrictamente penales y procesales, resulta igualmente necesario 
garantizar la especialización de los operadores de justicia. La Ley Orgánica 10/2022, de 6 
de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual, en su disposición final vigésima, 
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emplaza al Gobierno, en el plazo de un año desde su entrada en vigor, a remitir un 
proyecto de modificación normativa para la especialización de la Fiscalía y los jueces y 
juezas que sirvan o pretendan servir en juzgados de violencia sobre la mujer. El profundo 
calado de los cambios operados en el Código Penal a raíz de esta ley, y la falta de 
aplicación homogénea de la misma durante sus primeros meses de vigencia, hace más 
necesario que nunca acometer la reforma, cuyo plazo legal de un año ya ha transcurrido. 
Por ello, a través de esta Proposición de Ley Orgánica se modifica la Ley Orgánica 6/1985, 
de 1 de julio, del Poder Judicial, y, en consecuencia, la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, 
de Demarcación y de Planta Judicial, y de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que 
se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, con el fin de atribuir especialización y 
competencias en materia de violencias sexuales, a los Juzgados de Violencia Sobre la 
Mujer, así como a los Juzgados de lo penal y Secciones de las Audiencias Provinciales con 
competencias en violencia de género, para la instrucción y el enjuiciamiento 
respectivamente; y atribuir especialización y competencias en materia de violencias 
sexuales, a las fiscalías de violencia sobre la mujer, lo que comprende la atribución 
competencial de la Fiscalía de Sala de Violencia sobre la Mujer, con el consiguiente 
refuerzo de su estructura.

Por otra parte, la asistencia letrada accesible y especializada es una de las medidas 
fundamentales para la protección de los derechos de las víctimas, incluida la adecuada 
defensa de sus intereses en escenarios como el de la revisión de condenas. La garantía 
de la asistencia letrada especializada se establece en el artículo  33 de la Ley 
Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual.

Para hacer efectivo este derecho de las víctimas de violencias sexuales, la disposición 
final 21.ª emplaza al Gobierno a promover la modificación de la Ley 1/1996, de 10 de 
enero, de asistencia jurídica gratuita en el plazo de un año. Es urgente acometer esta 
reforma, para que las víctimas vean plenamente reconocido su derecho a la asistencia 
jurídica gratuita en pie de igualdad con otras víctimas especialmente protegidas, como las 
de violencias de género, trata, o terrorismo.

Artículo único.  Modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal.

Se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, en los 
siguientes términos:

Uno.  Se modifica el artículo 21.5 la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal, que queda redactado como sigue:

«5.  La de haber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la 
víctima, o disminuir sus efectos, en cualquier momento del procedimiento y con 
anterioridad a la celebración del acto del juicio oral. No obstante, en los delitos de 
violencia de género y contra la libertad sexual, la reparación deberá comprender 
todos los conceptos contenidos en las leyes integrales.»

Dos.  Se modifica el artículo 14 apartado 3 del Real Decreto de 14 de septiembre 
de 1882 por el que se aprueba la Ley de Enjuiciamiento Criminal que queda redactado de 
la siguiente manera:

«Artículo 14.

Tercero.  Para el conocimiento y fallo de las causas por delitos a los que la ley 
señale pena privativa de libertad de duración no superior a cinco años o pena de 
multa cualquiera que sea su cuantía, o cualesquiera otras de distinta naturaleza, 
bien sean únicas, conjuntas o alternativas, siempre que la duración de éstas no 
exceda de diez años, así como por delitos leves, sean o no incidentales, imputables 
a los autores de estos delitos o a otras personas, cuando la comisión del delito leve 
o su prueba estuviesen relacionadas con aquéllos, el Juez de lo Penal de la 
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circunscripción donde el delito fue cometido, o el Juez de lo Penal correspondiente 
a la circunscripción del Juzgado de Violencia sobre la Mujer en su caso, o el Juez 
Central de lo Penal en el ámbito que le es propio, sin perjuicio de la competencia del 
Juez de Instrucción de Guardia del lugar de comisión del delito para dictar sentencia 
de conformidad, del Juez de Violencia sobre la Mujer competente en su caso, en los 
términos establecidos en el artículo 801, así como de los Juzgados de Instrucción 
competentes para dictar sentencia.

No obstante, en los delitos comprendidos en el Título VIII del Libro II del Código 
Penal, a los solos efectos de determinar la competencia para el enjuiciamiento, se 
tendrá en cuenta únicamente las penas de prisión o las de multa, correspondiendo 
al Juez de lo Penal de la circunscripción donde el delito fue cometido, o al Juez de 
lo Penal correspondiente a la circunscripción del Juzgado de Violencia sobre la 
Mujer en su caso, el conocimiento y fallo de los delitos para los que la ley señale 
pena privativa de libertad de duración no superior a cinco años o pena de multa 
cualquiera que sea su cuantía.»

Tres.  Se modifica el artículo 87 ter.1 la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial con la siguiente redacción:

«Artículo 87 ter.

1.  Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de 
conformidad en todo caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de los siguientes supuestos:

a)	 De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los 
delitos recogidos en los títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, 
lesiones, lesiones al feto, delitos contra la libertad, delitos contra la integridad moral, 
contra la intimidad y el derecho a la propia imagen, contra el honor o cualquier otro 
delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido 
contra quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al 
autor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, así como de los 
cometidos sobre los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o sobre 
los menores o personas con la capacidad modificada judicialmente que con él 
convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento o 
guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se haya producido un 
acto de violencia de género. Con independencia de la relación entre víctima y autor, 
también compete a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer la instrucción de los 
procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos comprendidos en el 
artículo 3.1, párrafo segundo de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de 
garantía integral de la Libertad Sexual, siempre que se cometa contra cualquiera de 
las personas señaladas en el artículo 3.2. de esta ley Orgánica.

b)	 De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por 
cualquier delito contra los derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea 
alguna de las personas señaladas como tales en la letra anterior.

c)	 De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las 
víctimas, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Juez de Guardia.

d)	 Del conocimiento y fallo de los delitos leves que les atribuya la ley cuando la 
víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de este apartado, 
así como si en caso de delitos comprendidos en el artículo 3.1, párrafo segundo de la 
Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la Libertad Sexual.

e)	 Dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos establecidos 
por la ley. De la emisión y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo 
de resoluciones penales en la Unión Europea que les atribuya la ley.

f)	 De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por el 
delito de quebrantamiento previsto y penado en el artículo 468 del Código Penal 
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cuando la persona ofendida por el delito cuya condena, medida cautelar o medida 
de seguridad se haya quebrantado sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o 
haya estado ligada al autor por una análoga relación de afectividad aun sin 
convivencia, así como los descendientes, propios o de la esposa o conviviente, o 
sobre los menores o personas con la capacidad modificada judicialmente que con él 
convivan o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, cúratela, acogimiento o 
guarda de hecho de la esposa o conviviente, así como en el caso de los delitos 
comprendidos en el artículo 3.1 párrafo segundo de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 
de septiembre, de garantía integral de la Libertad Sexual cometidos contra 
cualquiera de las personas señaladas en el artículo 3.2, de esta ley Orgánica.

2.  Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, 
en todo caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, de los siguientes asuntos:

a)	 Los de filiación, maternidad y paternidad.
b)	 Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio.
c)	 Los que versen sobre relaciones paterno filiales.
d)	 Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de 

trascendencia familiar.
e)	 Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas 

menores o sobre alimentos reclamados por un progenitor contra el otro en nombre 
de los hijos e hijas menores.

f)	 Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción.
g)	 Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en 

materia de protección de menores.
h)	 Los que versen sobre los procedimientos de liquidación del régimen 

económico matrimonial instados por los herederos de la mujer víctima de violencia 
de género, así como los que se insten frente a estos herederos. Los Juzgados de 
Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y excluyente competencia en el 
orden civil cuando concurran simultáneamente los siguientes requisitos:

a)	 Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias 
indicadas en el número 2 del presente artículo.

b)	 Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de los actos de 
violencia de género, en los términos a que hace referencia el apartado 1.a) del 
presente artículo.

c)	 Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, 
inductor o cooperador necesario en la realización de actos de violencia de género.

d)	 Que se hayan iniciado ante el Juez de Violencia sobre la Mujer actuaciones 
penales por delito o falta a consecuencia de un acto de violencia sobre la mujer, o 
se haya adoptado una orden de protección a una víctima de violencia de género.

3.  Cuando el Juez apreciara que los actos puestos en su conocimiento, de 
forma notoria, no constituyen expresión de violencia de género, podrá inadmitir la 
pretensión, remitiéndola al órgano judicial competente.

4.  En todos estos casos está vedada la mediación.
5.  El Consejo General del Poder Judicial deberá estudiar, en el ámbito de sus 

competencias, la necesidad o carencia de dependencias que impidan la confrontación 
de la víctima y el agresor durante el proceso, así como impulsar, en su caso, la 
creación de las mismas, en colaboración con el Ministerio de Justicia y las 
Comunidades Autónomas competentes. Se procurará que estas mismas 
dependencias sean utilizadas en los casos de agresiones sexuales y de trata de 
personas con fines de explotación sexual. En todo caso, estas dependencias deberán 
ser plenamente accesibles, condición de obligado cumplimiento de los entornos, 
productos y servicios con el fin de que sean comprensibles, utilizables y practicables 
por todas las mujeres y menores víctimas sin excepción.» cv
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Cuatro.  Se modifica el artículo 15 bis 2.c) de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de 
Demarcación y de Planta Judicial.

Se modifica el apartado 2.c) del artículo 15 bis, con la siguiente redacción:

«Artículo 15 bis.

1.  La planta inicial de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer será la 
establecida en el anexo XIII de esta ley.

2.  La concreción de la planta inicial y la que sea objeto de desarrollo posterior, 
será realizada mediante Real Decreto de conformidad con lo establecido en el 
artículo 20 de la presente ley y se ajustará a los siguientes criterios:

a)	 Podrán crearse Juzgados de Violencia sobre la Mujer en aquellos partidos 
judiciales en los que la carga de trabajo así lo aconseje.

b)	 En aquellos partidos judiciales en los que, en atención al volumen de 
asuntos, no se considere necesario el desarrollo de la planta judicial, se podrán 
transformar algunos de los Juzgados de Instrucción y de Primera Instancia e 
Instrucción en funcionamiento en Juzgados de Violencia sobre la Mujer.

c)	 Asimismo cuando se considere, en función de la carga de trabajo, que no es 
precisa la creación de un órgano judicial específico, se determinará, de existir varios, 
qué Juzgados de Instrucción o de Primera Instancia e Instrucción, asumirán el 
conocimiento de las materias de violencia sobre la mujer en los términos del 
artículo 1 de la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género, así como las establecidas en el artículo 3.1. párrafo segundo de la Ley 
Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la Libertad Sexual 
siempre que se cometan contra cualquiera de las personas señaladas en el 
artículo 3.2. de esta ley Orgánica, con carácter exclusivo junto con el resto de las 
correspondientes a la jurisdicción penal o civil, según la naturaleza del órgano en 
cuestión.

3.  Serán servidos por Magistrados los Juzgados de Violencia sobre la Mujer 
que tengan su sede en la capital de la provincia y los demás Juzgados que así se 
establecen en el anexo XIII de esta ley.»

Cinco.  Se modifica el artículo 20.1 de la Ley 50/1981, 30 diciembre, por la que se 
regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

Se modifica el apartado uno del artículo veinte, con la siguiente redacción:

«Artículo veinte.

Uno.  En la Fiscalía General del Estado existirá un Fiscal contra la Violencia 
sobre la Mujer, con categoría de Fiscal de Sala, que ejercerá las siguientes 
funciones:

a)	 Practicar las diligencias a que se refiere el artículo Cinco del Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal, e intervenir directamente en aquellos procesos 
penales de especial trascendencia apreciada por el Fiscal General del Estado, 
referentes a los delitos por actos de violencia de género comprendidos en el 
artículo  87 ter.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, incluidos los delitos 
comprendidos en el artículo 3.1. de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre de 
garantía integral de la Libertad Sexual cometidos contra las víctimas previstas en el 
artículo 3.2. de la citada Ley Orgánica.

b)	 Intervenir, por delegación del Fiscal General del Estado, en los procesos 
civiles comprendidos en el artículo 87 ter.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

c)	 Supervisar y coordinar la actuación de las Secciones contra la Violencia 
sobre la Mujer, y recabar informes de las mismas, dando conocimiento al Fiscal Jefe 
de las Fiscalías en que se integren.
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d)	 Coordinar los criterios de actuación de las diversas Fiscalías en materias de 
violencia contra las mujeres, para lo cual podrá proponer al Fiscal General del 
Estado la emisión de las correspondientes instrucciones.

e)	 Elaborar semestralmente, y presentar al Fiscal General del Estado, para su 
remisión a la Junta de Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, y al Consejo Fiscal, 
un informe sobre los procedimientos seguidos y actuaciones practicadas por el 
Ministerio Fiscal en materia de violencia de género.

Para su adecuada actuación se le adscribirán los profesionales y expertos que 
sean necesarios para auxiliarlo de manera permanente u ocasional.»

Seis.  Se modifica el artículo 2 h) de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia 
jurídica gratuita.

Se modifica el apartado h) del artículo 2, con la siguiente redacción:

«Artículo 2.  Ámbito personal de aplicación.

En los términos y con el alcance previstos en esta ley y en los tratados y 
convenios internacionales sobre la materia en los que España sea parte, tendrán 
derecho a la asistencia jurídica gratuita:

a)	 Los ciudadanos españoles, los nacionales de los demás Estados miembros 
de la Unión Europea y los extranjeros que se encuentren en España, cuando 
acrediten insuficiencia de recursos para litigar.

b)	 Las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, en 
todo caso.

c)	 Las siguientes personas jurídicas cuando acrediten insuficiencia de recursos 
para litigar:

1.º	 Asociaciones de utilidad pública, previstas en el artículo  32 de la Ley 
Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de Asociación.

2.º	 Fundaciones inscritas en el Registro Público correspondiente.

d)	 En el orden jurisdiccional social, además, los trabajadores y beneficiarios 
del sistema de Seguridad Social, tanto para la defensa en juicio como para el 
ejercicio de acciones para la efectividad de los derechos laborales en los 
procedimientos concúrsales.

Asimismo, el derecho a la asistencia jurídica gratuita se reconoce a los 
trabajadores y beneficiarios de la Seguridad Social para los litigios que sobre esta 
materia se sustancien ante el orden contencioso-administrativo.

e)	 En el orden contencioso-administrativo, así como en la vía administrativa 
previa, los ciudadanos extranjeros que acrediten insuficiencia de recursos para 
litigar tendrán derecho a la asistencia letrada y a la defensa y representación gratuita 
en los procedimientos que puedan llevar a la denegación de su entrada en España, 
a su devolución o expulsión del territorio español, y en todos los procedimientos en 
materia de asilo.

f)	 En los litigios transfronterizos en materia civil y mercantil, las personas 
físicas contempladas en el Capítulo VIII de esta ley, en los términos que en él se 
establecen.

g)	 En el ámbito concursal, se reconoce el derecho a la asistencia jurídica 
gratuita, para todos los trámites del procedimiento especial, a los deudores personas 
naturales que tengan la consideración de microempresa en los términos establecidos 
en el texto refundido de la Ley Concursal, a los que resulte de aplicación el 
procedimiento especial previsto en su libro tercero, siempre que acrediten 
insuficiencia de recursos para litigar.

Igualmente, en el ámbito concursal, los sindicatos estarán exentos de efectuar 
depósitos y consignaciones en todas sus actuaciones y gozarán del beneficio legal 
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de justicia gratuita cuando ejerciten un interés colectivo en defensa de las personas 
trabajadoras y beneficiarías de la Seguridad Social.

h)	 Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se reconoce el 
derecho de asistencia jurídica gratuita, que se les prestará de inmediato, a las 
víctimas de violencia de género, a las víctimas de violencias sexuales en los 
términos previstos en la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía 
integral de la Libertad Sexual, a las víctimas de terrorismo y de trata de seres 
humanos en aquellos procesos que tengan vinculación, deriven o sean consecuencia 
de su condición de víctimas, así como a las personas menores de edad y las 
personas con discapacidad necesitadas de especial protección cuando sean 
víctimas de delitos de homicidio, de lesiones de los artículos 149 y 150, en el delito 
de maltrato habitual previsto en el artículo 173.2, en los delitos contra la libertad, en 
los delitos contra la libertad e indemnidad sexual y en los delitos de trata de seres 
humanos.

Este derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de 
la víctima, siempre que no fueran partícipes en los hechos.

A los efectos de la concesión del beneficio de justicia gratuita, la condición de 
víctima se adquirirá cuando se formule denuncia o querella, o se inicie un 
procedimiento penal, por alguno de los delitos a que se refiere esta letra, y se 
mantendrá mientras permanezca en vigor el procedimiento penal o cuando, tras su 
finalización, se hubiere dictado sentencia condenatoria. El beneficio de justifica 
gratuita se perderá tras la firmeza de la sentencia absolutoria, o del sobreseimiento 
definitivo o provisional por no resultar acreditados los hechos delictivos, sin la 
obligación de abonar el coste de las prestaciones disfrutadas gratuitamente hasta 
ese momento.

En los distintos procesos que puedan iniciarse como consecuencia de la 
condición de víctima de los delitos a que se refiere esta letra y, en especial, en los 
de violencia de género, deberá ser el mismo abogado el que asista a aquella, 
siempre que con ello se garantice debidamente su derecho de defensa.

i)	 Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se reconoce el 
derecho de asistencia jurídica gratuita a quienes a causa de un accidente acrediten 
secuelas permanentes que les impidan totalmente la realización de las tareas de su 
ocupación laboral o profesional habitual y requieran la ayuda de otras personas para 
realizar las actividades más esenciales de la vida diaria, cuando el objeto del litigio 
sea la reclamación de indemnización por los daños personales y morales sufridos.

j)	 Con independencia de la existencia de recursos para litigar, se reconoce el 
derecho de asistencia jurídica gratuita a las asociaciones que tengan como fin la 
promoción y defensa de los derechos de las víctimas del terrorismo, señaladas en 
la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de reconocimiento y protección integral a las 
víctimas del terrorismo.

Disposición final única.  Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».
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